El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / CAUSALES GENERALES Y ESPECÍFICAS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO PROCEDIMENTAL / EVENTOS QUE LO CONSTITUYEN / DEFECTO FÁCTICO / AUTONOMÍA JUDICIAL / ES AMPLÍA Y DISCRECIONAL PARA LA VALORACIÓN PROBATORIA / INTERVENCIÓN RESTRINGIDA DEL JUEZ CONSTITUCIONAL EN ESA MATERIA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.

Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “… 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo”. (…)
“El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas”. (…)

 

“La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional…”.

Esa apreciación probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del juzgado accionado. Por tanto, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional. (…)

De esa manera las cosas, no se justifica la intervención del juez constitucional, pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, es improcedente contra decisiones judiciales salvo que el juez haya incurrido en defecto fáctico que afecte el debido proceso, lo que aquí, de acuerdo con los argumentos planteados, no alcanzó a producirse.
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Acta No. 450 del 15 de noviembre de 2018


Expediente No. 66001-31-03-005-2018-00783-01

Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Jesús Alberto Gallo Santa, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el 24 de septiembre último, en la acción de tutela por él instaurada contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad, a la que fueron vinculados el Fiscal 28 Local de Pereira y la señora Luz Amparo Molina de Posada.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Ante el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira se tramitó proceso de restitución de bien arrendado promovido por Luz Amparo Molina de Posada contra el accionante. La parte demandante alegó la falta de pago del canon de arrendamiento y aportó como prueba documental un “presunto documento de arrendamiento… de data septiembre de 2014, el que fuera suscrito totalmente en blanco por el demandado”.

1.2 El señor Gallo Santa, en la contestación de la demanda, desconoció el contrato de arrendamiento pues se opuso a los hechos allí narrados y propuso como excepciones las de “falta de legitimación en la causa por activa”; b) “inexistencia del contrato” y c) “mala fe por parte de la demandante”.

1.3 El 7 de febrero pasado se profirió sentencia por medio de la cual se decretó la terminación del contrato, por mora en el pago de los cánones y se ordenó la restitución del inmueble. Sin embargo, esta providencia fue dejada sin efectos por el despacho accionado, al encontrar acreditado que la demanda había sido contestada de manera oportuna.

1.3 Por auto del 22 de marzo siguiente se decretaron pruebas y se programó fecha para la audiencia de instrucción y juzgamiento.

1.4 En oficio del 13 de agosto último, el Fiscal 28 Local solicitó la suspensión de ese proceso, tomando como referencia que ante ese delegado se adelanta indagación por el delito de estafa, en el que obra como querellante Jesús Alberto Gallo Santa y como denunciada Luz Amparo Molina de Posada y por tanto, esta investigación penal influía de forma directa en el mencionado proceso de restitución. 

1.5 El 30 del citado mes se volvió a proferir sentencia en la que se negaron las excepciones de mérito, se decretó la terminación del contrato de arrendamiento y se ordenó la restitución del inmueble. Frente a esa decisión el actor interpuso recurso de reposición, empero  fue negado.

1.6 Con esa providencia se lesionaron los derechos fundamentales del accionante, por las siguientes razones: a) en la contestación de la demanda se alegaron dudas graves respecto de la existencia del contrato de arrendamiento, hecho que no fue controvertido por su contraparte y aunque esa circunstancia exonera del pago de los cánones adeudados, consignó de manera oportuna los valores por ese concepto. Sin embargo, aquella situación no pudo ser alegada en el interrogatorio absuelto por el señor Gallo Santa pues el funcionario accionado le impidió, al interrumpir abruptamente sus intervenciones, exponer las razones de modo, tiempo y lugar en que se supuestamente se suscribió ese contrato y se limitó a tener en cuenta la rúbrica que él estampó, a pesar de que se demostró que ese contrato se firmó en blanco y fue llenado de manera antojadiza por la demandante. Es decir que la incertidumbre relativa a la inexistencia de ese contrato no fue tenida en cuenta en el fallo reprochado y, por el contrario, se tuvo por probado un hecho inexistente, con sustento en la sola prueba del documento firmado en blanco y sin tomar como referencia las demás. Así mismo, “a pesar de haber escuchado a la actora en su interrogatorio, y el testimonio mendaz del esposo de esta, amén del alijo documental probatorio… hecho que omitió valorar dada la relación de cónyuge de la demandante… sesgó la valoración de la prueba para producir una decisión material”; b) negó la solicitud de suspensión presentada por la Fiscalía 28 Local, a pesar de que se formuló con ocasión al delito de estafa que se investiga contra la señora Molina de Posada, actuación que tiene directa incidencia en el proceso civil; c)  un correcto análisis probatorio hubiera generado la necesidad de indagar sobre los antecedentes de la relación contractual y así poder establecer que entre el esposo de la demandante y el señor Gallo Santa se realizaron “negocios con tinte simulados con el objeto de conseguir dineros para cancelarle a este -el esposo de la actora- los dineros debidos por parte del demandado”. El citado documento que fue firmado en blanco tenía por objeto ser presentado ante Davivienda para acreditar que la demandante era su propietaria, lo cual falta a la verdad pues nunca se le entregó materialmente el bien que se reclama en restitución, tal como  lo confesó en el interrogatorio de parte, circunstancia que tampoco fue tenida en cuenta; por el contrario, está demostrado que el señor Gallo Santa ha continuado habitando el inmueble desde el año 2014 en calidad de propietario. Tampoco es cierto que “la hoy actora en restitución haya recibido dinero alguno por la venta del inmueble objeto de restitución” ni demostró cómo obtuvo la propiedad de ese bien; d) la supuesta arrendadora omitió arrimar copia de los recibos de pago de los cánones, ya que como ese negocio jurídico nunca existió, no  los emitió, ni recibió dinero alguno por ese concepto y se pregunta cómo es posible que durante la vigencia de ese contrato, iniciado en el año 2014, no se haya expedido tan solo un recibo de cancelación; e) configura un indicio el hecho de que solo después de cuatro años desde cuando se produjo la cesación del pago de los cánones se haya acudido al proceso de restitución y f) de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, relativa a la inaplicación de los numerales 2 y 3 del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, la prueba que se allegue sobre la existencia del contrato de arrendamiento no puede tener poco poder demostrativo o ser incompleta, además debe permitírsele al demandado ejercer su derecho de defensa y de contradicción probatoria.   

2. Considera lesionados los derechos al debido proceso, defensa, acceso a la administración de justicia e igualdad. Para su protección, solicita se revoque la sentencia proferida por el juzgado accionado el 30 de agosto de 2018.   

A C T U A C I Ó N    P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 11 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular al Fiscal 28 Local de Pereira y a la señora Luz Amparo Molina de Posada.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Fiscal 28 Local de Pereira informó que adelanta indagación por el delito de estafa en el que figura como querellante Juan Estaban Gallo Mejía y como denunciados Luz Amparo Molina de Posada y Jaime Posada Gómez. En ese caso, se llevó a cabo diligencia de conciliación y a la fecha se encuentra pendiente de asignar un investigador de policía judicial.

2.2 La señora Luz Amparo Molina de Posada, por medio de apoderada, alegó: a) el contrato de arrendamiento no fue suscrito en blanco; fue el accionante quien con su puño y letra escribió el valor del canon de arrendamiento; lo demás, sí fue llenado por ella, es decir que se trata de un contrato legamente constituido del cual se desprenden obligaciones mutuas y su incumplimiento llevó a promover el proceso de restitución de inmueble; b) en la contestación de la demanda el actor aceptó haber firmado ese contrato, aunque, según dice, lo hizo con el objeto de demostrar ingresos ante Davivienda para efecto de que se otorgara un leasing habitacional, afirmación que considera ilógica porque frente una entidad bancaria no se debe acreditar tal circunstancia y  para la fecha en que se suscribió, el inmueble ya pertenecía a ese Banco y ella tenía su usufructo, por medio de leasing, tal como se demostró en el proceso, circunstancia que no fue desvirtuada por el accionante, quien, por el contrario, reconoció que ese bien es de propiedad del mencionado Banco; c) no se lesionaron los derechos del actor, pues el trámite del proceso de restitución se adelantó de conformidad con las normas del Código General del Proceso, se garantizaron los derechos de las partes, al punto de que el accionante pudo contestar la demanda y formular excepciones, y se valoraron integralmente las pruebas; d) el actor admitió haber suscrito ese contrato y haber pagado los cánones, solo que quiso hacer creer que esto se trataba de un favor ante la entidad bancaria, lo cual resulta poco creíble si se tiene en cuenta que el citado señor es comerciante, tiene vastos conocimientos de negocios y por tal razón, de ninguna manera firmaría una compraventa o un arrendamiento sin conocer de lo que se trataba; c) la denuncia penal por sí sola no confiere derecho al actor sobre el bien y los hechos que se aducen allí son los mismos que se plantearon en las excepciones de mérito, razón por la cual ese tema ya fue debatido ante el juzgado accionado. Además, si el motivo de esa querella se concreta en la propiedad del inmueble y no en el contrato de arrendamiento, considera que ningún efecto tendría ese proceso penal en el de restitución, debido a que ese bien pertenecería a Davivienda o al señor Juan Esteban Gallo Mejía pero no al aquí demandante y el ordenamiento jurídico permite arrendar cosa ajena; d) quien tiene en su poder los recibos de los cánones cancelados es el accionante, al que le fueron expedidos y e) existe prueba de que al citado señor se le hicieron abonos por la compra del bien.

Solicita se nieguen las pretensiones de la demanda.

2.3 El titular del Juzgado Sexto Civil Municipal guardó silencio. 

3. Mediante sentencia del pasado 24 de septiembre, la funcionaria de primera instancia resolvió negar el amparo solicitado.

Para decidir así, empezó por señalar que en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial. Luego concluyó que en el proceso objeto de tutela, no se incurrió en los defectos orgánico, procedimental o sustantivo, tampoco en error inducido o en decisión sin motivación y en lo relativo a los reproches concretos de la demanda, dijo que en la sentencia proferida por el juzgado accionado se analizaron y desvirtuaron las excepciones de mérito propuestas, para lo cual el funcionario demandado acudió a las normas que regulan la materia, analizó las pruebas allegadas y concluyó que el actor vendió el bien, en representación de su hijo, al Banco Davivienda, que la señora Luz Amparo Molina de Posada suscribió con esa entidad leasing habitacional sobre ese mismo inmueble y que ella, al tener su goce y disfrute, se lo arrendó al demandante, quien se comprometió a pagar un canon por valor de $1.000.000 y que al entrar en mora, aquella formuló la acción para obtener su restitución. 

De otro lado, respecto de la solicitud elevada por la Fiscalía, dijo que esta no era una orden judicial, sino que era una petición para que se estudiara la posibilidad de aplicar el artículo 161 del Código General del Proceso y como tal fue analizada antes de proferir el fallo, para negarla, al tratarse “de indagaciones y no de un proceso penal” y por tanto “se podría estar cayendo en maniobras dilatorias”.

Finalmente, en la práctica del interrogatorio a que fue sometido el actor, el funcionario accionado ejerció adecuadamente sus deberes como director del proceso, para evitar la ventilación de temas que no guardaban relación con el debate.     

5. Inconforme con el fallo el apoderado del demandante lo impugnó. Argumentó que la funcionaria de primera instancia desconoció el precedente de la Corte Constitucional, concretamente aquel que establece el trámite que se debe surtir cuando se pone en entredicho la existencia del contrato de arrendamiento. Reiteró que el juez accionado incurrió en defecto fáctico al haberle impedido al actor sustentar las razones de sus respuestas respecto al contrato de arrendamiento y por tal motivo no fue debidamente escuchado. Ello, además, generó que la decisión se sustentara en pruebas que no permitían establecer con certeza la existencia de ese contrato. Tampoco se valoraron las pruebas que aportó y con las cuales se generaba duda sobre la relación contractual de las partes. Luego citó jurisprudencia sobre la relevancia del precedente constitucional y el principio de igualdad para la resolución de casos similares.  

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la sentencia proferida por el juzgado accionado, por medio de la cual definió el proceso de restitución de inmueble arrendado promovido en contra del actor. De serlo, se establecerá si en ellas se incurrió en alguno de los defectos a que se hace referencia en la demanda.  

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 La señora Luz Amparo Molina de Posada, por medio de apoderada judicial, formuló demanda de restitución de inmueble arrendado contra Jesús Alberto Gallo Santa. Alegó que con este último suscribió, el 23 de septiembre de 2014, contrato de arrendamiento sobre el apartamento 503 del Edificio Martinica de esta ciudad. El término inicialmente pactado fue de 12 meses y el canon se estipuló en $1.000.000, pagadero dentro de los cinco primeros días de cada mes. A partir del 23 de junio de 2017 el demandado incurrió en mora en el pago de esa obligación
.   

4.2 En su contestación a la demanda, el citado señor, por medio de abogado, planteó las excepciones de “falta de legitimación en la causa por activa”, “inexistencia del contrato” y “mala fe por parte de la demandante”. Además alegó que: a) la señora Molina de Posada suscribió contrato de arrendamiento financiero, en modalidad de leasing, con el Banco Davivienda. El término fijado fue de 180 meses y al cabo de este, la contratante podría hacer uso de la opción de compra. Es decir que la demandante no ostenta la propiedad de ese bien, la que tiene Davivienda; b) el señor Juan Esteban Gallo Mejía, quien era su propietario, suscribió promesa de compraventa con Luz Amparo Molina de Posada. Este contrato, según los documentos anexos a la demanda, fue cedido a Davivienda y mediante escritura pública No. 3.288 del 22 de septiembre de 2014, otorgada en la Notaría Tercera de Pereira aquel se lo enajenó a esa entidad bancaria; c) el negocio inicial con la demandante no era que una vez se realizara la compraventa del apartamento, se suscribiera el contrato de arrendamiento, pues él no recibió dinero alguno por la venta de ese bien, sino que se firmara ese último, el cual se hizo en blanco, a fin de que la demandante acreditara ingresos ante Davivienda, a efecto de que se aprobara el leasing y d) la demandante abusó de su confianza para entregar en venta el bien y luego pedir su entrega
.   

4.3 En escrito presentado el 13 de agosto pasado, el Fiscal 28 Local de Pereira solicitó al juzgado accionado estudiar la posibilidad de suspender el trámite del proceso de restitución, en atención a la solicitud formulada por el querellante dentro de la investigación que por el delito de estafa se sigue contra la señora Luz Amparo Molina de Posada
.

4.4 En audiencia celebrada el 30 del citado mes, ante el Juez Sexto Civil Municipal de Pereira, se practicaron los interrogatorios de parte, de los cuales se destaca: a) la señora Luz Amparo Molina de Posada señaló que el demandado le adeuda cánones de arrendamiento desde el junio de 2017 y si bien se había comprometido a pagarlos, ya que supuestamente le iba a resultar “un contrato muy bueno”, a ello no procedió y luego empezó a decir que el bien era de su propiedad, hecho  falso ya que ella lo adquirió de su hijo Juan Esteban Gallo, por medio de un contrato de leasing suscrito con el Banco Davivienda. Luego de la aprobación de ese crédito, se firmó el contrato de arrendamiento el     cual fue suscrito por el demandado, quien además lleno el espacio correspondiente a su valor. Además que los cánones los pagaba en efectivo y se le daba recibo y b) el demandado dijo que nunca vendió    ese apartamento y que lo que ocurrió fue que el esposo de la demandante le prestó para pagar una hipoteca sobre ese bien. Para  cancelar esa deuda, le indicaron que debía firmar una promesa, a lo cual él contestó que “yo le firmo lo que quiera, que necesita que le firme, lo importante es que usted coja su plática que me hizo usted un favor muy grande”. Agregó que no le han entregado dinero alguno por esa venta y que nunca pagó cánones sino que le cancelaba a la demandante y su esposo la cuota del banco.

En ambos interrogatorios, el juez de conocimiento insistía a los declarantes y a sus apoderados concretar sus respuestas a las cuestiones propias del litigio.

4.5 Luego de culminada la etapa probatoria, el despacho negó la solicitud de suspensión del proceso, elevada por la Fiscalía General de la Nación, en razón a que se desconocen las situaciones que se debaten en la investigación penal por estafa y solo se encuentra con la mera denuncia, es decir que ni siquiera existe el proceso penal.

Frente a esta decisión la parte demandada interpuso recurso de reposición con sustento en que en la denuncia penal también se debate lo relativo a la existencia del leasing habitacional y aunque la información que se tiene sobre ese trámite es precaria, el despacho puede solicitar se complemente.

El juez negó esa reposición ya que además de que ese medio de impugnación no se agregó nada nuevo, no es posible establecer si en el proceso penal se van a discutir cuestiones diferentes a las del civil. Reiteró que una mera denuncia no es causal suficiente de suspensión y en el trámite penal se podrán adoptar las medidas del caso.

4.6 En esa misma diligencia se profirió sentencia en la que se ordenó la restitución del inmueble y la terminación del contrato de arrendamiento suscrito entre los señores Jesús Alberto Gallo Santa y Luz Amparo Molina de Posada.

Para así decidir, consideró el funcionario accionado que: a) con la demanda se anexó el contrato de arrendamiento de vivienda urbana, suscrito el 23 de septiembre de 2014 entre los señores Jesús Alberto Gallo Santa y Luz Amparo Molina de Posada, en su orden arrendatario y arrendadora; b) de conformidad con el artículo 1974 del Código Civil, se encuentra autorizado el arrendamiento de cosa ajena; además, las partes admitieron que el contrato de leasing le otorgó a la demandante  el uso y goce del inmueble, es decir que la falta del título en propiedad no invalida el contrato de arrendamiento, ni le resta legitimidad a la parte actora para solicitar su terminación; c) está demostrado, con la declaración rendida por el demandado, que este sí recibió el dinero de la venta por parte del banco, circunstancia diferente es que lo haya consignado a un tercero, a fin de pagar otras deudas y por tanto no haber sido el destinatario de ese capital no sirve de excusa para negarse a restituir el bien, cuando él mismo suscribió la compraventa en representación de su hijo; d) lo relativo al supuesto favor que le hacía el señor Gallo Santa a la demandante se queda sin sustento, ante la evidencia de que él ocupa el inmueble desde el 23 de septiembre de 2014. De igual manera es inentendible cómo la arrendadora podía demostrar ingresos con el arrendamiento del inmueble respecto del cual se firmó el leasing, “máxime cuando el contrato ya se encontraba suscrito”; e) respecto al alegato relativo a la firma del contrato de arrendamiento en blanco, se tiene allí aparece la rúbrica del demandando, quien no tachó ese documento de falso “y al firmar el documento en la forma indicada, aceptó claramente continuar con la tenencia del inmueble en calidad de arrendatario”; f) es completamente ajeno al proceso el negocio de leasing realizado entre Davivienda y la actora. De igual manera, es claro, porque así lo aceptó el señor Jesús Alberto Gallo Santa, que él sí suscribió el contrato de arrendamiento, aunque haya manifestado que lo hizo “para demostrar ingresos por la arrendadora, lo cual no es creíble desde ningún punto de vista” y g) la entrega material del inmueble mediante un acta no es un requisito del contrato de leasing, “debiendo entenderse que jurídicamente el demandado con la firma del contrato de arrendamiento aceptó la entrega jurídica que hoy quiere desconocer”.

4.7 Frente a esa decisión el apoderado del demandado interpuso recurso de reposición y en subsidio el de queja. Estos fueron negados  porque contra la citada providencia no procede aquel medio de impugnación, ni ninguno otro al tratarse de un proceso de única instancia
. 
5. En este caso, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) al tratarse de un proceso de única instancia, contra la sentencia en que encuentra el actor lesionados sus derechos, no cabe medio de impugnación alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque la citada providencia se profirió el 30 de agosto último; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la parte actora se refieren a la incorrecta valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.
 
Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
 
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997).
 

…

46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.

47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las     causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una    instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que
ordinariamente conoce de un asunto”
…
 
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en   mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

En virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario, el funcionario accionado, en la sentencia proferida, para declarar la terminación del contrato de arrendamiento y ordenar la restitución del bien objeto del mismo, analizó el contrato de arrendamiento y los interrogatorios de las partes. 

Y la conclusión a que llegó, luego de valorarlas, se reitera, fue que se demostró la existencia de la relación contractual entre las partes, pues el mismo accionante aceptó haber suscrito el contrato de arrendamiento, aunque para otros fines, afirmación esta última que consideró inentendible pues no es posible determinar que una persona deba acreditar ingresos ante una entidad bancaria luego de suscribir el contrato para el cual supuestamente lo requería. En su declaración el actor también admitió haber recibido el dinero producto de la venta, así este haya sido consignado a un tercero. Así mismo, respecto a la supuesta falta de prueba sobre entrega del bien a la arrendadora y sobre el título de propiedad de esta, dijo que aquel no es requisito para la perfección del contrato de leasing suscrito con el Banco Davivienda, y que la ley autoriza el arrendamiento de cosa ajena.

Esa apreciación probatoria no puede tacharse de caprichosa, es decir, que obedezca a la mera voluntad del juzgado accionado. Por tanto, no se vislumbra situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

El actor también se queja de que el funcionario accionado le impidió exponer las razones de modo, tiempo y lugar en que se supuestamente se suscribió ese contrato, sin embargo lo que se puede evidenciar es que, tal como lo concluyó la juez de primera instancia, aquel, en ejercicio de sus facultades, insistía a las partes concretar sus declaraciones en los temas relacionados con el litigio. 

De esa manera las cosas, no se justifica la intervención del juez constitucional, pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, es improcedente contra decisiones judiciales salvo que el juez haya incurrido en defecto fáctico que afecte el debido proceso, lo que aquí, de acuerdo con los argumentos planteados, no alcanzó a producirse.

7. La decisión de negar la solicitud de suspensión presentada por la Fiscalía 28 Local, con sustento en que no se trata de un proceso penal como tal sino de una denuncia, de la cual, además se tenía poca información, no se advierte antojadiza, por el contrario de la lectura del artículo 161 del Código General del Proceso se advierte que esa figura procesal procede cuando “la sentencia que deba dictarse dependa necesariamente de lo que se decida en otro proceso judicial que verse sobre cuestión que sea imposible de ventilar en aquel como excepción o mediante demanda de reconvención”, circunstancia que no concurren en este caso.

8. En lo relativo a la queja del actor, relacionada con el desconocimiento de la jurisprudencia constitucional que trata sobre el tema de la inaplicación de los numerales 2 y 3 del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, es necesario indicar que, además de que ello no fue objeto de debate en el proceso de restitución de inmueble, tal precedente establecía que, para el anterior régimen procesal, no se le podía exigir al demandado consignar el valor adeudado por los cánones de arrendamiento para ser oído, cuando la causal alegada para la restitución de inmueble fuera la mora en el pago del canon de arrendamiento y la parte demandada presentaba oposición a la existencia del contrato de arrendamiento, es decir que se trata de una situación claramente distinta a la aquí expuesta, que se refiere no a la posibilidad de ser escuchado en el litigio, sino a la inconformidad con la decisión que fondo del asunto, sin que el mero hecho de que aquí se plantee esa inexistencia contractual haga posible tenerlo como un precedente aplicable al caso. Frente a esto último cabe agregar que, como ya se dijo, el funcionario accionado valoró adecuadamente los medios de prueba allegados y concluyó que, contrario a esa manifestación, sí se acreditó la celebración del contrato de arrendamiento.  

9. Por tanto, se confirmará la sentencia impugnada.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, el pasado 24 de septiembre, en la acción de tutela instaurada por el señor Jesús Alberto Gallo Santa contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad, a la que fueron vinculados el Fiscal 28 Local de Pereira y la señora Luz Amparo Molina de Posada.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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